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Párrafo 9

	Recomendación
	Calificación
	Resumen

	El Estado parte debe proceder a la investigación y castigo de los agresores
	B2
	El Estado debe investigar y sancionar en tribunales penales, los delitos contra mujeres y niñas 

	Permitir un acceso efectivo a la justicia a las víctimas de violencia de género.
	C1
	El Estado debe brindar asesoría jurídica gratuita en tribunales a las mujeres y garantizar adecuada investigación penal 

	Otorgar una protección policial a las víctimas, así como la creación de albergues donde puedan vivir dignamente
	B2
	Estado debe establecer a nivel nacional centros de atención a víctimas al igual que establecerse en todas las provincias las salas de atención primaria de salud.

	Redoblar sus esfuerzos para proporcionar un ambiente educativo libre de discriminación y violencia a través de campañas de sensibilización y la capacitación de los funcionarios y estudiantes
	B2
	Debe incorporarse en malla curricular educativa de los niveles primario, secundario e incluso universitario  materias de derechos humanos y género. Los programas de capacitación a docentes deben ser permanentes 

	Tomar medidas de prevención y sensibilización sobre la violencia de género 


	B3
	debe establecer programas permanentes de capacitación en derechos humanos y género dirigido al personal de la Fuerza Pública y personal penitenciario


Párrafo 13

	Recomendación
	Calificación
	Resumen

	El Estado debe tomar medidas inmediatas y eficaces para poner fin a dichos abusos, vigilar, investigar y cuando proceda, enjuiciar y sancionar a los miembros de las fuerzas del orden que cometan actos de malos tratos así como resarcir a las víctimas. 
	B3
	El Estado debe informar detalladamente en cuantos casos por violación a derechos humanos ha impuesto sanciones administrativas y judiciales. Debe tipificar el delito de desaparición forzada y adecuar la tipificación del delito de tortura y establecer un mecanismo para reparar a las victimas.

	El Estado debe redoblar las medidas de formación de las fuerzas del orden sobre derechos humanos a fin de que no incurran en las mencionadas conductas
	B3
	a materia de derechos humanos debe ser parte de la currícula de formación de los agentes de la Fuerza Pública, los cursos deben ser permanentes y no eventuales y llegar a todos los miembros de la fuerza pública a fin de que adquieran conciencia de la importancia del respeto a los derechos humanos.


Párrafo 19

	Recomendación
	Calificación
	Resumen

	El Estado parte debe adoptar medidas adecuadas para velar por la aplicación práctica de las disposiciones constitucionales y legales que garantizan el principio de no discriminación contra las poblaciones indígenas y el pleno cumplimiento de los artículos 26 y 27 del Pacto.
	C1
	El estado no debe criminalizar la protesta social indígena y sus autoridades deben abstenerse de emitir pronunciamientos con contenido racista


A: Completamente ejecutada

B1: Parcialmente ejecutada -La mayoría de los requisitos fueron cumplidos

B2: Parcialmente ejecutada –Se ha progresado, pero es necesaria  una mayor intervención

B3: Parcialmente ejecutada –Se han tomado medidas iniciales (pero no se ha avanzado en la ejecución)

C1: Respuesta recibida a los asuntos y recomendaciones, pero sin adoptar medidas para la ejecución de la recomendación. 

C2: Respuesta recibida, pero sin ser relevante a los asuntos y recomendaciones sugeridas. 

D1: No se ha recibido respuesta dentro del plazo.

D2: No se ha recibido respuesta incluso después de un aviso

Párrafo 9

El Comité acoge con satisfacción la creación de las Comisarías de la Mujer y la Familia y el establecimiento de unidades especializadas en violencia doméstica y delitos sexuales en la oficina del Ministerio Público de los distritos más grandes, así como el desarrollo de un Programa de Protección de Víctimas de Violencia Sexual y los esfuerzos para garantizar la aplicación de la Ley 103 sobre Violencia Contra la Mujer y la Familia. No obstante, al Comité le preocupa la gran incidencia de casos de violencia contra mujeres y niñas así como el alto índice de abusos y acosos sexuales contra niñas en las escuelas (artículos 3, 7 y 24).

	
Recomendaciones de Comité

	La Acción tomada por el Estado
	Comentarios de la ONG a la acción tomada por el Estado
	Las Acciones adicionales necesarias

	El Estado parte debe proceder a la investigación y castigo de los agresores;


	El Estado hace sólo referencia al Acuerdo Ministerial 3393 para el Conocimiento y Tratamiento de Delitos Sexuales en el Sistema Educativo, que obliga a toda persona que trabaje en los planteles educativos a recoger información sobre delitos sexuales, a informar a las instancias superiores y a la Fiscalía, y a colaborar con los agentes que investiguen dichos delitos. 

El Ministerio de Justicia completa esta información indicando que pese a que el numero de acciones planteadas por violencia domestica aumento entre 2009 y 2010 solo el 12.54% del total de las causas se ha resuelto . De las 18.328 sentencias expedidas en 2009 y 2010, el 56% lo hicieron en infracciones flagrantes y directamente en audiencia. Solo el porcentaje restante ha sido resuelto en tramitación de la causa, debido en parte a la falta de personal, la saturación de causas, la falta de recursos, complejidad de los procedimientos,  dificultades para acceder a estas instancias o el uso de la boleta de auxilio como elemento disuasorio. Respecto a casos de violencia con parte judicial (8563 en 2010), las efectuadas por infracción flagrante son significativas con respecto al numero de audiencias de juzgamiento y conciliación (7771 en 2010). Las sentencias dictadas fueron menores (5303 en 2010) y mas aun cuando estas causas son abiertas a prueba (sobre 1500 en 2010).  
	El Estado cita la normativa jurídica existente, otorgando información un poco más detallada solo respecto a las denuncias tramitadas en las Comisarías de la Mujer respecto a casos de, violencia doméstica que constituyen contravenciones y son competencia de dichas comisarías.

De la información aportada se evidencia que es poco las sanciones que se emiten en las Comisarías de la Mujer, además de que nada menciona respecto a actos de violencia  doméstica (lesiones o femicidio) que constituyen delitos y que deben ser investigados por el Ministerio Público y sancionados por tribunales penales a fin de sancionar a los responsables. No se informa en general sobre delitos contra la integridad personal, abuso o acoso sexual y la vida de las mujeres cometidos por cualquier otra persona fuera del ámbito familiar.

Diario El Universo, en su edición del 3 y 11 de julio del año en curso menciona que en Guayas, Pichincha, Babahoyo, Portoviejo y Santo Domingo de los Tsachilas desde enero a junio de 2011 se han registrado 11.566 casos de violencia intrafamiliar en tanto que durante todo el año 2010 en los mismos lugares se registró 25.194 casos. El mismo diario menciona que en Quito de enero a junio de este año se han registrado 15 casos de asesinato contra mujeres, refiere que el 52.7% de casos se dan en los hogares y el 6,13% en lugares públicos. Según la policía los últimos asesinatos de mujeres se perpetran con mucha violencia, como estrangulamiento, descuartizamiento. 

Diario El Comercio en su edición del 19 de septiembre de 2011 dice que los celos son la mayor causa de agresión  y que en Quito de enero a julio de éste año se han registrado 7324 casos de violencia intrafamiliar.  

En un caso que conoce nuestra institución, en la Escuela Shyri Cacha de Guayaquil 9 niñas denunciaron que fueron víctimas de acoso y abuso sexual por parte de un profesor
	El estado debe informar sobre el número de causas abiertas para investigar delitos de lesiones o femicidio cometidas en el ámbito doméstico y en cuantas de esas causas se han emitido sanciones.

Debe además informar sobre delitos de lesiones, abuso o acoso sexual y muerte de mujeres o niñas cometidas fuera del ámbito doméstico y en cuantos de esos casos se han emitido sanciones

El Estado debe investigar, enjuiciar y sancionar en tribunales penales a los responsables de violencia en contra de las mujeres y de abusos y acosos sexuales a niñas en las escuelas.

	
	
	
	

	Permitir un acceso efectivo a la justicia a las víctimas de violencia de género
	 El Código de la Función Judicial (2009) creó órganos de justicia especializada en delitos de violencia de género y declaró la inaplicabilidad de la mediación para casos de violencia doméstica. La reforma del sistema institucional que aplica las medidas del Código está en proceso.  La Policía y la Fiscalía colaboran en la creación de Unidades especializadas en violencia doméstica y delitos sexuales en ciertas regiones, y a través de un sistema de información. Existe también una propuesta de registro nacional sobre violencia de género. Se desarrolló también una serie de cursos de formación a funcionarios de justicia sobre derechos humanos y de género. El Ministerio de Justicia completa esta información indicando que  con la creación de las comisarías de la Mujer en 1994 y la expedición de la Ley 103 (1995) se ha permitido un acceso gratuito e inmediato a la justicia. El numero de denuncias de violencia domestica ha aumentado en el 2010 (79090). El Código de la Función Judicial prevé crear los juzgados de violencia contra la mujer y la Familia que asumirán las competencias de las comisarías de la Mujer, intendencias, comisarías nacionales y tenencias políticas. 


	El Estado no garantiza a las víctimas de violencia de género asistencia jurídica gratuita, para que puedan apersonarse del proceso y perseguir una sanción adecuada de los responsables. Si bien es función de la fiscalía investigar los delitos, en la práctica si la parte afectada no se constituye en parte procesal y a través de un abogado efectúa pruebas tendientes a demostrar la responsabilidad del acusado, la investigación no avanza y muchos casos quedan en la impunidad. A pesar de que la Constitución de 1998 y la de 2008 ratificó la creación de una defensoría Pública hasta la fecha no existe por lo cual las víctimas del delito no tienen asistencia jurídica gratuita, tan solo existe una unidad del Ministerio de Justicia dedicada a brindar asistencia jurídica gratuita a las personas privadas de la libertad, pero no a las víctimas del delito.
	Es indispensable que el Estado cree la Defensoría Pública u otro organismo que defienda a las víctimas de la violencia de género a fin de que haya une verdadera investigación de los delitos denunciados

	Otorgar una protección policial a las víctimas, así como la creación de albergues donde puedan vivir dignamente
	Existe un Sistema Nacional de Protección y Asistencia a las Victimas, que brinda asistencia sicológica, medica y social así como protección policial a las victimas. Además, el Ministerio de Inclusión Económica y Social puso en marcha un programa para el fortalecimiento de centros de atención a victimas, mejorando la calidad de los servicios mediante la capacitación a los equipos de los centros del litoral y austro y creando un centro en Guayaquil. En el 2009 se trabajó el fortalecimiento de centros en otras regiones. Está en proyecto la creación de centros de atención en Machala y Lago Agrio y en otras ciudades. 

El Ministerio de Justicia completa esta información indicando que las medidas de amparo se otorgan inmediatamente de haberse presentado la denuncia, y en caso de persecución extremo existe el programa de protección a victimas y testigos de la fiscalía. Existen en Ecuador 11 centros de atención a victimas de violencia y 6 casas de acogida. También se han creado las salas de primera acogida de atención medica y sicológica. 
	Las boletas de auxilio emitidas por las Comisarías de la Mujer, mencionadas en el informe estatal en la práctica en un alto número de casos no son efectivos, debido a que muchos casos de violencia doméstica ocurren en horas de la noche o no esta un agente de policía cerca, el agente de policía solo interviene cuando instantes previos o en ese momento ocurre el acto de agresión, pero si ya ha ocurrido horas antes no interviene y solo aconseja a la mujer que acuda a la Comisaría y denuncie el hecho.

Se menciona que existe el Programa de Protección a víctimas y testigos y nos hablan de sus bondades, sin embargo no menciona a cuantas víctimas de violencia de género ha protegido y cuan efectivo es en la práctica.

De la información se colige que no existen centros de atención en todas las provincias al igual que tampoco existen salas de primera acogida médica en todas las provincias y mucho menos en todos los hospitales públicos.
	Deben establecerse a nivel nacional los centros de atención a víctimas al igual que establecerse en todas las provincias las salas de atención primaria de salud.

	Redoblar sus esfuerzos para proporcionar un ambiente educativo libre de discriminación y violencia a través de campañas de sensibilización y la capacitación de los funcionarios y estudiantes
	En el marco del cumplimiento del Plan Nacional de Erradicación de la Violencia de Genero contra la niñez, adolescencia y mujeres  se ha formado a maestros, coordinadores del Programa Nacional de Educación de la Sexualidad y el Amor y a Defensorías Comunitarias.  Se elaboró además el Código de Convivencia para establecimientos educativos, experiencias piloto para cambiar las relaciones de adultos hacia los niños y la Metodología “Recorrido Participativo” , dirigida a estudiantes de nivel medio sobre temática de genero. El Ministerio de Justicia completa esta información informando sobre la aprobación de la Ley Orgánica de Educación Intercultural en 2011 que contiene varios artículos relacionadas con la violencia de genero.  
	A pesar de los planes de erradicación de violencia de género y la ley de educación intercultural, hasta el momento no se ha incluido en la malla curricular educativa de nivel primario, secundario y universitario la materia de derechos humanos y de género. 

Como informa el Estado tan solo se dan talleres y cursos que son ocasionales, por lo cual los niveles de violencia de género en los establecimientos educativos es alta, así en un caso que conoce nuestra institución, durante este mes en la Escuela Shyri Cacha de Guayaquil varias niñas denunciaron que fueron víctimas de acoso y abuso sexual por parte de un profesor.
	Es indispensable que se incluya en la malla curricular educativa de los niveles primario, secundario e incluso universitario las materias de derechos humanos y de género y que los programas de capacitación a docentes en estas materias sea permanente y abarcar a todos los profesores a nivel nacional, solo de esta forma se podrá cambiar conductas en el ámbito educativo

	Tomar medidas de prevención y sensibilización sobre la violencia de género tales como llevar a cabo capacitaciones a los oficiales de policía en especial los de las Comisarías de la Mujer sobre los derechos de las mujeres y la violencia de género. 

En este sentido, el Comité agradecería recibir en su próximo informe periódico información detallada sobre el progreso obtenido en la lucha contra la violencia de género.


	En el marco del Plan Nacional de Erradicación de la Violencia de Genero se ha formado a miembros de la Policía judicial y Nacional, jueces, fiscales, comisarías de la Mujer, y comisarios nacionales, miembros de los consejos cantonales de la Niñez y Adolescencia y de Juntas cantonales de Protección de Derechos (aunque no se especifica cuantas personas y desde cuando). Otras medidas incluidas en el plan son: (i) la revisión manual de derechos humanos de la policía, reglamentos de las Fuerzas Armadas y la Ley de coordinación indígena y ordinaria ; (ii) el diseño de malla curricular en genero, justicia y derechos humanos para operadores de justicia;(iii) módulo de derechos humanos para jueces y policía. También se organizó el congreso nacional de mujeres policías para la elaboración de una propuesta de formación especializada para policía y personal de justicia. 

La Dirección Nacional de Genero del Ministerio del Interior capacito a 80 miembros de los 7 Departamentos  de Violencia Intrafamiliar recién creados. También se formo al personal de la línea de emergencia 101 de la policía Nacional. 
	El año pasado y este año en varios centros de detención se ha denunciado que a las mujeres que visitan a las personas privadas de la libertad se les efectúa un cacheo vaginal y anal, incluso se denunció que aquel registro se realizaba con el mismo guante.

Igual situación denunciaron mujeres migrantes que fueron detenidas por ilegales y que fueron revisadas anal y vaginalmente
.

De la información aportada por el Estado se evidencia que la capacitación a personal de la Fuerza Pública es esporádica.


	Es indispensable que se instruya a los agentes de policía de migración, a los agentes de policía a cargo de centros de detención y guías penitenciarios respecto a que, aquella práctica constituye una aberrante práctica que denigra a la mujer y atenta contra sus derechos.

El estado debe establecer programas permanentes de capacitación en derechos humanos y género dirigido al personal de la Fuerza Pública y personal de los centros penitenciarios y efectuar en forma permanente evaluaciones a dicho personal.


Párrafo 13

El Comité observa con preocupación que continúan dándose casos de malos tratos a los detenidos por parte de las fuerzas del orden, en el momento de efectuar la detención policial, sin que estas conductas sean sancionadas en la mayor parte de los casos (artículos 7).

	
Recomendaciones de Comité

	La Acción tomada por el Estado
	Comentarios de la ONG a la acción tomada por el Estado
	Las Acciones adicionales necesarias 

	El Estado debe tomar medidas inmediatas y eficaces para poner fin a dichos abusos, vigilar, investigar y cuando proceda, enjuiciar y sancionar a los miembros de las fuerzas del orden que cometan actos de malos tratos así como resarcir a las víctimas. En este sentido, el Estado parte debe proporcionar en su próximo informe periódico estadísticas sobre causas penales y disciplinarias iniciadas por este tipo de actos y los resultados de las mismas
	El Ministerio de Justicia informa que el en el Acuerdo Ministerial N0. 1435 se dispone a la Unidad de Asuntos Internos  de la Policía Nacional que se reabran casos de violaciones humanos que fuesen cerrados sin una adecuada investigación o con nuevos elementos de responsabilidad civil, penal o administrativa.  También se creo la Unidad de Investigación de Casos que apoya en la investigación de casos de este tipo para su sanción administrativa.  Desde 2005, se registran 83 incidentes con muerte en las que intervinieron miembros de la policía. Los índices bajaron considerablemente en el 2010 con respecto a 2009. Se aportan algunas estadísticas al respecto.  
	Las estadísticas remitidas por el Estado respecto a bajas de agentes de policía efectuadas por los Tribunales de Disciplina o los respectivos Consejos, son estadísticas generales sin que se mencione cuantas de dichas bajas son por violaciones a los derechos humanos, lo cual será mínima, la mayoría de bajas son por asuntos eminentemente policiales como abandono de funciones, consumir alcohol en servicio, etc.

El Estado nada informa respecto a la tramitación de procesos penales por malos tratos a los detenidos durante el procedimiento de detención, cuantas causas se han instruido, porque delitos y las sanciones impuestas.

Los malos tratos al momento de la detención se considera como normal, por lo cual no se llegan a realizar investigaciones a nivel judicial.

Incluso cuando se denuncia torturas durante el procedimiento de investigación muy pocas veces se investiga a  nivel judicial y cuando se lo hace o se absuelve a los responsables o se imponen penas muy bajas como en los siguientes casos, La administración de justicia en un caso (Caso Terranova) por torturas iniciado por disposición de los mismos tribunales que en la causa seguida contra los detenidos estableció que ellos fueron torturados por agentes del GAO, la Función Judicial este año absolvió a los policías responsables.

En otro caso (Caso Cedeño ) en que agentes de policía del GAO torturaron a tres detenidos y desapareció a otro detenido, este año la Función Judicial sancionó con diez meses de prisión a dos policías seis meses de prisión a otros y dos meses de prisión  a otros policías, penas que evidentemente no guardan relación con la gravedad de los delitos cometidos
. 

En ningún caso se ha reparado a las víctimas
	Es indispensable que el Estado remita información detallada en torno al número de investigaciones por violaciones a los DDHH, abiertas por la Inspectoría de Policía e informe en cuantas de esas investigaciones se ha sancionado a los responsables y el tipo de sanción impuesta.

Es necesario que los procedimientos de investigación de Asuntos Internos mejores, pues la mayoría de veces los investigadores se conforman con la versión de la víctima, del policía acusado y resuelven dando credibilidad a la versión del agente acusado determinando que no hubo mal procedimiento policial, no hacen mayores acciones tendientes a descubrir la verdad.

Es necesario que el Estado informe cuantas causas penales se han abierto en la Función Judicial para investigar violaciones a derechos humanos, en cuantas causas se han emitido sentencias condenatorias y la pena impuesta.

Es necesario que el Estado inicie procedimientos eficaces de investigación y ejecute adecuadamente las sanciones que se impongan

Es necesario que el Estado adecúe la tipificación del delito de tortura conforme los estándares internacionales y tipifique el delito de desaparición forzada

El Estado debe establecer un mecanismo ágil a fin de reparar a las personas que sufren malos tratos al momento de la detención

	El Estado debe redoblar las medidas de formación de las fuerzas del orden sobre derechos humanos a fin de que no incurran en las mencionadas conductas
	En el 2008 se capacito a 2417 miembros de la policía nacional. En el 2009 se formo a 80 capacitadores en derechos humanos, que capacitaron a 3000 miembros de la policía. En el 2010 se capacito a 150 policías formadores, con capacidad de formar a 42000 personas en derechos humanos. También en el mismo año, se capacito a 1200 policías en derechos humanos, trata y trafico., y se espera formar a 1000 mas. La policía cuenta con mas de 200 capacitadores en derechos humanos que durante el 2010 actualizaron sus conocimientos. En el 2011 se piensa capacitar a 3500 policías de transito en derechos humanos aplicados al transito. 
	A pesar de que el Estado informa que han efectuado talleres de capacitación e derechos humanos dirigidos a miembros de la Fuerza Pública.

La capacitación no es un proceso, son charlas esporádicas por algunas horas y no llegan a todos los elementos de la Fuerza Pública, por lo cual continúan dándose actos de graves violaciones a los derechos humanos, así el 20 de agosto de este año en la Ciudad del Tena un señor de nacionalidad colombiana que iba a chequera el auto de un cliente, fue bajado de dicho vehículo por un teniente de policía y sometido a agresiones físicas y agravios verbales por su condición de extranjero.

En otro caso en mayo de este año en Quito un menor de edad fue detenido por agentes de policía y sometido a agresiones físicas para luego ser dejado en libertad.

En mayo de esta año en Morona santiago dos personas fueron detenidas por agentes de policía, unos de ellos fue sometido a torturas y amenazado a que no diga nada, luego de lo cual lo trasladaron a la cárcel y al siguiente día salieron en libertad por orden judicial.

En junio de este año en Guayaquil agentes de policía que acudieron a una llamada por violencia doméstica agredieron físicamente al señor, lo que provocó su internamiento en un hospital permaneciendo varios días en coma y posteriormente falleció

En éstos días un agente de policía que asistía a un curso en que se dictaba  DDHH en Tambillo al salir del lugar se trasladó a su casa en compañía de otros compañeros, inexplicablemente un policía que era instructor en el curso lo asesina y va a botar el cadáver en otro lugar
.
	La materia de derechos humanos debe ser parte de la curricula de formación de los agentes de la Fuerza Pública, los cursos deben ser permanentes y no eventuales y llegar a todos los miembros de la fuerza pública a fin de que adquieran conciencia de la importancia del respeto a los derechos humanos.


Párrafo 19 

Si bien el Comité toma nota del capítulo IV de la Constitución vigente consagrado a los derechos específicos de los pueblos indígenas, al Comité le sigue preocupando que los pueblos indígenas y afroecuatorianos sigan sufriendo de facto discriminación racial. Asimismo, le preocupa que en el Título II, artículo 11 numeral 2 de la Constitución no se establezca la no discriminación racial como principio para el ejercicio de los derechos  (artículo 26).

	
Recomendaciones de Comité

	La Acción tomada por el Estado
	Comentarios de la ONG a la acción tomada por el Estado
	Las Acciones adicionales necesarias

	El Estado parte debe adoptar medidas adecuadas para velar por la aplicación práctica de las disposiciones constitucionales y legales que garantizan el principio de no discriminación contra las poblaciones indígenas y el pleno cumplimiento de los artículos 26 y 27 del Pacto. 
	El estado alude a la elusión del termino racial del articulo 11.2 de la constitución debido a considerarse con connotaciones despectivas, pero considera que el termino “toda discriminación” es suficientemente amplio para incluir también la discriminación racial.  Además los artículos 56-58 de la constitución reconoce el derecho colectivo a no ser objeto de racismo.  En el 2009 el Decreto No. 60 aprueba el plan plurinacional para Eliminar la Discriminación Racial, la adopción de acciones afirmativas para sectores históricamente discriminados  y el decreto de 365 días de combate al racismo.  También se esta elaborando la Ley orgánica de Consejos Nacionales para la Igualdad y el Proyecto de Ley orgánica de coordinación y cooperación entre la justicia indígena y la jurisdicción ordinaria. 
	Si bien es verdad que jurídicamente se garantiza la prohibición de la discriminación, en la práctica las poblaciones indígenas son discriminadas, basta ver que incluso declaraciones del Gobierno Nacional han estado muchas veces plagadas de frases o consideraciones discriminatorias en contra del movimiento indígena.

No existe ninguna aplicación práctica de las normas antidiscriminatorias en contra del movimiento indígena, el Estado solo cita elaboración de normas jurídicas.

Cuando el movimiento indígena efectúa  manifestaciones pacíficas en reclamo de sus derechos y de los de la naturaleza, el Estado los acusa de sabotaje y terrorismo al igual que los persigue, así ocurre con la protesta efectuada en Morona Santiago por la Nacionalidad Shuar cuyos dirigentes estan enjuiciados por terrorismo. De igual forma con varios dirigentes de la Confederación de Nacionalidades Indígenas y de la Ecuarunari que por protestar ante una reunión de los Gobiernos del ALBA se les inició juicio por terrorismo y sabotaje que ahora fue cambiado por obstrucción de vías públicas, similar situación ocurre en otros casos de protesta social

	Es necesario que desde las propias declaraciones públicas emitidas por funcionarios del Gobierno en especial del Presidente de la República se abstengan de efectuar comentarios con contenido racista,  pues ello alienta a que otros sectores se sientan con derecho a discriminar a las poblaciones indígenas.

El Estado no debe criminalizar la protesta social realizada por el movimiento indígena
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�	Son denuncias presentadas en nuestra institución cuya violación se dio a visitas en el Penal García Moreno y a extranjeras detenidas en calabozos de la policía de migración y en el caso de la cárcel de Santo Domingo de los Tsachilas fue recogido por un medio de comunicación


�	Estos casos son tramitados por nuestra institución


�	Estos cuatro casos son tramitados por nuestra institución


�	Estos procesos penales son conocidos por nuestra institución






